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PRESENTACIÓN

El II Foro Municipal para el Desarrollo Económico Local tiene como antecedentes el celebrado en julio del año recién pasado, evento que se constituyó en un espacio de reflexión e intercambio de información que  permitió confirmar la existencia de una fértil experiencia municipal en políticas de desarrollo local, y el  Diálogo Nacional Bolivia Productiva que culminó con  un importante proceso de concertación público – privada en todos los municipios del país.

A partir de lo anterior, uno de los principales desafíos que debe afrontar este  II Foro Municipal para el Desarrollo Local es, sin duda, consolidar los avances logrados y proponer iniciativas innovadoras y pertinentes sobre los roles del gobierno central y sus niveles intermedios, en lo que se refiere a la promoción y apoyo a los pequeños y medianos productores.

En este sentido la “Mesa Marco Legal” se convierte en un espacio de toma de conciencia, análisis y síntesis, en el cual los diferentes sectores y actores sociales, políticos, económicos y productivos ponen en común sus visiones, saberes, experiencias, conocimientos, necesidades y expectativas, a fin de construir colectivamente propuestas que permitan desarrollar y fortalecer procesos de promoción del desarrollo económico local.

Con la finalidad de favorecer la reflexión, el diálogo y la discusión se ha elaborado el presente documento, el mismo que hace un resumen de los instrumentos jurídicos;  cada una de las normas se analiza de manera general y específica en lo que se refiere a las municipalidades y pequeños y medianos productores.

En el marco de la operatividad de la Mesa, nos corresponde, analizar y profundizar cada uno de los insumos, a partir de nuestras experiencias, necesidades y perspectivas, a fin de contribuir con propuestas al enriquecimiento del Foro.

Sandra Zuazo Salguiero

Coordinadora de la Mesa

MESA: 12

MARCO LEGAL PARA EL DESARROLLO ECONÓMICO LOCAL

DOCUMENTO BASE

NORMAS LEGALES REVISADAS

Las normas legales que se revisaron en el marco del trabajo realizado son las siguientes:

      -    Constitución Política del Estado. 

· Ley de Administración y Control Gubernamentales. Ley No. 1178.

· Ley de Participación Popular. Ley No. 1551. 

· Ley de Descentralización Administrativa. Ley No. 1654. 

· Ley de Conciliación y Arbitraje. Ley No. 1770.

· Ley de Municipalidades. Ley No.  2028. 

· Ley del Diálogo Nacional. Ley No. 2235. 

· Decreto Supremo No. 27328. Compro Boliviano. 

· Decreto Supremo No. 26628. Tarjeta Empresarial. 

· Resolución Suprema No. 216961. Planificación Municipal. 

	La Constitución del Estado  


El Régimen Económico determina que el Estado está llamado a controlar, estimular y gestionar la economía nacional. En el caso de la iniciativa privada, ésta recibirá cooperación siempre y cuando contribuya al mejoramiento de la economía.

El Régimen Municipal establece que los Gobiernos Municipales son autónomos y de igual jerarquía. Esta autonomía consiste en la potestad normativa, ejecutiva, administrativa y técnica en el ámbito de su jurisdicción.

Reconoce la figura de las mancomunidades como asociaciones de municipios cuyo fin último es el mejor cumplimiento de sus objetivos.

(Ref.- Artículos 141, 144, 200 y 202)


	Ley N° 1551 de Participación Popular 

La participación popular posibilita que los ciudadanos tomen parte en la planificación y toma  de decisiones sobre le desarrollo municipal, ejerzan el control social, la supervisión y presten una colaboración en la ejecución de obras y proyectos priorizados por sus organizaciones sociales.

la Participación Popular busca involucrar a la sociedad civil organizada, compuesta por hombres y mujeres: reconociendo comunidades indígenas, campesinas y juntas vecinales, en la toma de decisiones relacionadas a la gestión del desarrollo municipal, permitiendo que ejerzan también el control social sobre el desempeño y calidad de la  misma, mediante su participación plena. Delimita la jurisdicción territorial  de los municipios, a la sección de provincia, ampliando competencias y recursos económicos a favor de los Gobiernos Municipales. Les transfiere infraestructuras de salud, educación, deportes, caminos vecinales, micro riego para que puedan administrarla, mantenerla y renovarla. (Ref.- Artículos 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10 y 34)


	Ley N° 1178 de Administración y control gubernamentales (SAFCO)

Esta Ley  norma el Sistema de Administración y Control Gubernamentales. Este sistema se propone modernizar la Administración Pública y establecer mecanismos de control de los recursos del Estado. Contiene normas para programar, organizar, ejecutar y controlar las actividades administrativas y, sobre todo, la captación y el uso racional de los recursos públicos. Permite, por tanto, el ajuste oportuno de las políticas municipales, los Programas, la prestación de los servicios básicos y el cumplimiento de los Proyectos de desarrollo. Todo el sector público y toda persona natural o jurídica que reciba recursos del Estado están sujetos a esta ley. 

El sistema establece responsabilidades no solo por el destino de los recursos públicos, sino por la forma y el resultado de su aplicación. No basta haber seguido fielmente los procedimientos, sino que el Estado -la municipalidad - no sufra daño económico alguno por las acciones u omisiones de los servidores públicos. Son ocho los sistemas establecidos por esta ley: tres para programar y organizar las actividades, cuatro para ejecutarlas y uno para el Control Gubernamental propiamente dicho.

(Ref.- Artículo 1, 2, 3, 28, 30, 31 y 34)

	Ley de Descentralización Administrativa N°1654 de 24 de julio de 1995

Crea un nivel de administración descentralizada del Estado de tipo departamental, dando paso al surgimiento de las Prefecturas. A ellas transfiere y delega atribuciones de carácter técnico administrativo no privativas del Poder Ejecutivo a nivel nacional.

Tres son sus objetivos:

· Establecer la estructura organizativa del Poder Ejecutivo a nivel departamental dentro del régimen de descentralización administrativa.

· Establecer el régimen de recursos económicos y financieros departamentales. 

· Mejorar y fortalecer la eficiencia y eficacia de la Administración Pública en la prestación de servicios en forma directa y cercana a la población.

(Ref.- Artículo 1 y 2)


	Ley No 1770 de Arbitraje y Conciliación de 10 de marzo de 1997

La Conciliación y el Arbitraje son medios alternativos de solución de controversias a los cuales las partes en conflicto pueden acudir antes que a los tribunales ordinarios, o en cualquier momento del proceso. 

El Arbitraje es un medio alternativo de solución de conflictos al cual pueden someterse voluntariamente las partes relacionadas contractual o extracontractualmente, sean personas de derecho público o de derecho privado. Sin embargo la norma exige que, de existir un contrato y surja una controversia en torno a éste, el mismo contenga una cláusula arbitral que llame a las partes a recurrir al arbitraje. 

Por otra parte, de no existir dicha cláusula, las partes pueden firmar un convenio arbitral en igual sentido.   

La Ley 1770 reconoce la figura del Arbitraje Comercial Internacional cuando: 

· Al momento de celebrar el convenio arbitral, las partes tienen establecimiento en Estados diferentes. 

· El lugar de cumplimiento de la obligación sea en otro Estado. 

· El lugar con el cual el objeto de la controversia se relacione esté fuera del Estado. 

· Así lo convengan las partes. 

Por otro lado, la norma establece que la Conciliación puede ser adoptada por personas naturales o jurídicas para la solución de mutuo acuerdo de cualquier controversia susceptible de transacción, antes o durante la tramitación de un proceso judicial. 

(Ref.- Artículos 1, 3,  71 y 85)


	Ley de Municipalidades N°2028 de 28 de octubre de 1999

Tiene por objeto regular el régimen municipal establecido previsto en la Constitución Política del Estado. El objetivo principal de la Municipalidad y su Gobierno Municipal es contribuir a la satisfacción de las necesidades colectivas y garantizar la integración y participación de los ciudadanos en la planificación y el desarrollo humano.

Entre los fines del Gobierno Municipal está la promoción del crecimiento económico local y regional mediante el desarrollo de ventajas competitivas y la planificación del desarrollo humano sostenible de conformidad con las normas de la planificación participativa municipal.

 (Ref.- Artículo 1 y 5)


	Ley N° 2235 del Diálogo Nacional 2000 de 31 de julio de 2001

La mencionada ley establece los lineamientos básicos en el marco de la Estrategia de Reducción de Pobreza(EBRP), que define entre otros aspectos los criterios de distribución de recursos provenientes del alivio de la deuda externa, determina los procedimientos de aplicación de la Política Nacional de Compensación, establece los mecanismos de control a través de los Comités de Vigilancia, Consejo de Desarrollo Productivo y organizaciones de la sociedad civil, e institucionalizar el Diálogo Nacional  como mecanismo permanente de participación social en la EBRP por lo menos cada tres años. Se reconoce como principales beneficiarios a los pobres, con énfasis en las mujeres, los pueblos indígenas y los barrios periurbanos.  Los actores están por razón de funciones y ya no por territorio. reconoce a los pequeños productores, microempresarios, organizaciones económicas campesinas, etc. como agentes económicos de la EBRP, a través del CODEPES y promueve su participación económica con la Tarjeta Empresarial  Ref. Artículos: 1,3,4.9.26,27,28)

	Decreto Supremo N°27328 “ Compro – Boliviano”

El Decreto Supremo N° 27328  es una norma vinculada a la ley del Diálogo Nacional en la que se reconocen agentes económicos(Art.3 inc4 y Art.4) y que en el marco de ésta, es primordial promover el desarrollo productivo mediante las contrataciones estatales y generar las condiciones para que las micro y pequeñas empresas accedan a las oportunidades que presentas las contrataciones estatales.

Por esa razón el objeto principal de dicho decreto es establecer las normas y condiciones que regulan los procesos de contratación de bienes, obras, servicios generales y de consultoría,  y    las obligaciones y derechos que se derivan de estos en el marco de la ley N° 1178; así como el Modelo de Pliego de Condiciones 

Las normas de contratación reconocen ventajas relacionadas con experiencia y garantías. Se define como responsable en el proceso de contratación a la máxima autoridad ejecutiva de las entidades del sector público desde inicio, adjudicación, suscripción y administración de los contratos.

Establece que los sujetos participantes del proceso de contratación son entidades públicas, personas individuales, microempresarios, asociaciones de pequeños productores, organizaciones económicas campesinas, etc. Y las universidades para consultorías

(Ref.- Artículos: 1,5,6,16)


	Consejo de Desarrollo Productivo económico y social (CODEPES). 

El Consejo de Desarrollo Productivo, Económico y Social es una instancia que articula a las organizaciones de la sociedad civil de cada municipio para hacerlas partícipes en la planificación participativa municipal, apoya al comité de vigilancia en el control social a la gestión municipal. Sus atribuciones son las siguientes: 

· Articular a las organizaciones productivas, de prestación de servicios, medioambientales, profesionales y otras organizaciones funcionales representativas del municipio y facilitar su participación, supervisión y control ciudadano a la gestión municipal. 

· Representar ante el gobierno municipal en el marco de la planificación participativa municipal las demandas e iniciativas que promuevan la actividad económica y productiva en el municipio, velando que las mismas sean asumidas como insumos principales en la formulación del Plan de Desarrollo Municipal. 

· Apoyar al Comité de Vigilancia de su jurisdicción. 

· Revisar y pronunciarse públicamente junto al Comité de Vigilancia para su aprobación sobre el Plan de Desarrollo Municipal y el Plan de Operaciones Anual y su presupuesto, formulado o reformulado, del municipio o mancomunidad correspondiente, verificando que los mismos respeten los acuerdos establecidos con el gobierno municipal. 

· Con el Comité de Vigilancia evaluar cada seis meses el cumplimiento de las políticas, planes, programas y proyectos municipales; verificando los objetivos y las metas propuestos para promover el desarrollo económico. 

La conformación del CODEPES se realiza mediante convocatoria a las organizaciones sociales y coordinación del proceso debe ser realizado por el Concejo Municipal. Para ser representante de un sector ante el CODEPES los candidatos deberán reunir los siguientes requisitos: 

· Ser ciudadano en ejercicio. No ser funcionario municipal. 

· Ser postulado por una organización asociada al CODEPES. 

· Ser miembro activo de una organización asociada y habitar en el municipio. 

 (Ref.- Artículos:1,5,12,13) 


	Tarjeta Empresarial. DS No. 26811. 

La tarjeta empresarial es un documento público con validez nacional, otorgado por los gobiernos municipales y emitido por el concesionario del Registro de Comercio, que habilita y permite al titular a participar en la provisión de bienes y servicios al Estado. 

Pueden obtener la tarjeta empresarial las siguientes personas: 

· Personas individuales. 

· Personas colectivas: asociaciones sin fines de lucro, sociedades de pequeños productores, organizaciones económicas campesinas y organizaciones económicas artesanales.  

· Asociaciones accidentales. 

Beneficios para los pequeños y medianos productores: 

Pueden participar en la contratación de bienes y servicios. Tienen una participación preferente en la contratación de bienes y servicios hasta un millón de bolivianos. La participación preferente consiste en que cuando las ofertas sean iguales respecto a la calidad, precio y oportunidad de entrega, se preferirá la oferta del titular de la Tarjeta Empresarial.

El costo para la emisión de la tarjeta empresarial no podrá exceder del 20% del Salario Mínimo Nacional vigente en el momento de su emisión y el 10% en el caso de Renovación. 

La Tarjeta Empresarial tiene una vigencia de un año renovable por períodos iguales. 

Para las Asociaciones Accidentales tendrá la vigencia únicamente por el periodo que dure el objeto del contrato. 

PROCEDIMIENTO PARA OBTENER LA TARJETA EMPRESARIAL: 

1. INICIO. Se inicia el trámite con el llenado de formulario de registro en “FADES” y la presentación de los requisitos exigidos. 

2. VERIFICACIÓN Y TRANSCRIPCIÓN DE DATOS. 

3. EMISIÓN DE LA TARJETA EMPRESARIAL. 

4. REMISIÓN DE LA TARJETA EMPRESARIAL AL GOBIERNO MUNICIPAL. 

5. ENTREGA DE LA TARJETA EMPRESARIAL. 

(Ref.- Artículos1,3)


Problemática  del Marco Legal para el  Desarrollo Económico Local 

A partir de lo anterior se  desprende tres ejes fundamentales en los que existen dificultades, que limitan el desarrollo económico local en el marco legal: Políticas Públicas, seguridad jurídica y participación social- control social.

 El proceso de institucionalización e implementación de  estrategias y normas que apoyen  el desarrollo económico local, encuentra una serie de obstáculos, entre ellos los cambios de carácter estructural expresados en la necesidad de constituir un nuevo entorno institucional, económico y social en el marco de la generación de  políticas  públicas con plena participación social.

El mayor desafió que enfrenta el ordenamiento jurídico relacionado con la producción es, evidentemente la articulación del marco político con el marco legal. El Estado, no ha diseñado políticas públicas precisas a favor de los productores  y al no existir Políticas con contenido productivo, no hay inversión pública que atienda sus necesidades, ni leyes que favorezcan el desarrollo del sector productivo de manera específica. Así, una Ley necesita Políticas Públicas en las cuales apoyarse para que tengan  aplicación real. 

Uno de los roles más importantes de los gobiernos nacionales y locales es asegurar un entorno empresarial en el cual pueda desenvolverse la producción y la industria de nuestro país. Un entorno normativo, jurídico y regulador que favorezca el espacio propicio al desarrollo empresarial de los medianos y pequeños productores. 

Es de ese modo que la seguridad jurídica se convierte una exigencia de diferentes sectores. Es preciso que los gobiernos locales y el central,  desarrollen  una normativa que promueva y facilite el emprendimiento económico en el municipio en base al interés colectivo.

Es en este sentido, es necesario contar con una ley específica para el sector productivo que establezca las bases jurídicas que permitan a los gobiernos municipales desarrollar políticas orientadas a respaldar el desarrollo económico.

La participación ciudadana y el control social son palpables a través de diferentes instrumentos como los comités de vigilancia los CODEPES y otros. Si estas organizaciones no participan en la elaboración de políticas y leyes no pueden plasmar intereses reales pues los procesos de concertación como el dialogo Nacional deben lograr compromisos y acuerdos con los gobiernos locales para que estos promocionen el desarrollo local de forma más acertada.

LINEAMIENTOS DE DISCUSIÓN

A partir de lo anterior, proponemos como lineamientos de discusión para los Grupos de Trabajo, los siguientes aspectos:

Políticas Públicas.- ¿Existen políticas públicas establecidas, para apoyar a los pequeños y medianos productores? Fundamente su respuesta 

Seguridad Jurídica.- ¿se asegura un entorno empresarial favorable a la inversión y al desarrollo de los pequeño y medianos productores?

Instrumentos Jurídicos.-¿Qué leyes fortalecen el despliegue económico y que leyes lo limitan? Por qué? 

Acreditación Empresarial ¿Qué dificultades hallan los pequeños y medianos productores en la tramitación de su acreditación? Qué beneficios esperarían de la misma?

Orientación y Asesoría Jurídica.- ¿Conocen los pequeños y medianos productores la normativa relacionada a su rubro?

Luego del análisis de los temas mencionados, cada grupo debe realizar  sus conclusiones y recomendaciones para la plenaria.

Le agradecemos por sus aportes y contribución  al fortalecimiento de los ejes temáticos de la Mesa
Equipo responsable de la elaboración del documento:

Fundación para el Desarrollo Comunal:

Sandra Zuazo Salgueiro

Paola Burgoa Asturizaga 

Karla Zurita Plata 

Roxana Zambrana Lozano

Sarela Castro Revollo
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